
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBEN AGOTARSE PREVIAMENTE LOS RECURSOS DE LEY DENTRO DEL PROCESO IMPUGNADO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
Al repasar lo sucedido en el trámite de la ejecución, de entrada descubre la Sala que esta acción de tutela incumple con el presupuesto de subsidiaridad; en efecto, la sociedad que aquí demanda, pretermitió recurrir el último auto al que se hizo referencia, y con ello dejó pasar la posibilidad de exponer los motivos por los cuales estima procedente la alzada contra la decisión que reprocha, o en su defecto, para exigirle al juzgado que a ese recurso de apelación le diera trámite de reposición, a tono con el parágrafo del artículo 318 del CGP, lo cual hubiera propiciado un pronunciamiento de la funcionaria que conoce del caso, en torno a los nuevos argumentos que plantea y por los cuales, según entiende, debe declararse la nulidad de todo lo actuado en el ejecutivo a continuación.

Y ni modo de cuestionar la idoneidad del recurso de reposición en el trámite ordinario de un juicio, cuando la jurisprudencia ha recalcado la importancia de su agotamiento, que garantiza que la deliberación que incoa la interesada, se surta primero ante la funcionaria que tiene pleno conocimiento del proceso y no frente al juez constitucional…
Tal circunstancia torna improcedente la demanda, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…”
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Decide la Sala la acción de tutela propuesta por la Fundación de la Mujer Colombia S.A.S. contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal a la que fueron vinculados Augusto Becerra Largo, Javier Elías Arias Idárraga, Nilton Ruge, la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo de Risaralda. 

ANTECEDENTES

La sociedad que incoa la demanda, que actúa por medio de apoderado judicial, denuncia la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.  
En el escrito introductorio hubo de explicarse que en la sentencia que se profirió en la acción popular con radicado 2018-00495, se accedió a las pretensiones de quien allá demandó, y en consecuencia, la sociedad damandada, aquí accionante, fue condenada en costas. Luego, y en vista de que no las canceló inmediatamente, el 16 de julio del 2019 se dio inicio a una acción ejecutiva con radicado 2018-00361 en un expediente diferente al de la acción popular que le dio origen, eso sí, con el asunto de ejecutivo a continuación de acción popular.
Frente a ello se quejó de que “La anterior decisión jamás fue notificada por estados dentro de la acción popular con radicado 2018-00495 o personalmente a la parte solicitante, ni siquiera se hizo una anotación bajo el radicado único del proceso original” (f. 2v).
Por ello, el 11 de septiembre del 2019, como primer acto procesal dentro del proceso ejecutivo, solicitó la nulidad de todo lo actuado y el levantamiento de las medidas cautelares decretadas sin lugar a condena en costas pues se aportó constancia de pago de las costas decretadas por el despacho con intereses hasta el 14 de septiembre del 2019.
Mediante auto del 8 de octubre se negó tal petición, en consideración a que, según el despacho, es inexistente alguna violación al debido proceso que le asiste a la sociedad, en el entendido de que la notificación por estado se hizo al tenor de lo reglado en la norma adjetiva que la regula, “anotando expresamente en el estado que se trata de un proceso ejecutivo a continuación de acción popular y se plasma allí la radicación original de la acción popular”; sin embargo nada dice sobre lo dispuesto en el artículo 306 del CGP, en el que explícitamente se regla la forma en que se siguen los procesos ejecutivos a continuación de ordinario, que no es otra, que dentro del mismo expediente.  
Contra esa última decisión se formuló un recurso de aplelación, el cual fue desestimado por improcedente, en consideración a que el aludido medio impugnativo en las acciones populares solo procede contra las sentencias, y en los ejecutivos, en casos de menor y mayor cuantía, sin que ese sea el caso de la presente. 
Se adujo que esa situación es un defecto procedimental absoluto que violenta el derecho fundamental al debido proceso, y el principio de publicidad de las actuaciones judiciales. 

Pidió, en consecuencia, que se deje sin efecto todo lo actuado dentro del proceso con radicado 2019-00361, conocido como ejecutivo a continuación de acción popular, y en consecuencia se cancelen las medidas cuatelares. 





Se dispuso el trámite respectivo, se ordenaron las citadas vinculaciones y del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda. Así lo hizo, e hizo un recuento de lo sucedido en el trámite. 

  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la sociedad Fundación de la Mujer Colombia S.A.S, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que se deje si efectos todo lo actuado dentro del proceso ejecutivo con radicado 2019-00361, a continuación de la acción popular con radicado 2018-00495, en consideración a que, a pesar de que el artículo 306 del CGP establece que debe adelantarse dentro del mismo proceso, el Juzgado lo hizo en un expediente separado al que le asignó otro radicado. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución.

Para resolver, se recuerda lo sucedido en el proceso:

(i) El 25 de junio del 2019, el accionante dentro de la acción popular con radicado 2018-00495, radicó una solicitud para que se iniciara un ejecutivo contra el representante legal de la entidad accionada, con el propósito de que se hiciera efectivo el pago de las costas que le fueron reconocidas en la sentencia que le resultó favorable (p. 2, CD f. 30). 
(ii) Luego de que se inadmitiera la petición (p. 4, CD f. 30), y se subsanaran los yerros advertidos por el despacho (p. 6, CD f. 30), se libró mandamiento de pago, el día 16 de julio del 2019; en ese mismo proveído se decretaron las medidas cautelares solicitadas por el actor, y se dispuso que la notificación de esa decisión se surtiera por estado, de conformidad con el artículo 306 del CGP (p. 8, CD f. 30).
(iii) Ese auto se notificó por anotación en el estado publicado el día 17 de julio del mismo año de la siguiente manera (p. 31, CD f. 30):

	TIPO DE PROCESO
	RADICACIÓN
	DEMANDANTE
	DEMANDADO
	CDNO
	FOLIO

	EJECUTIVO A CONTINUACIÓN DE ACCIÓN POPULAR 2018-00495
	2019-00361
	UNER AUGUSTO BECERRA LARGO
	FUNDACIÓN DE LA MUJER DE SANTA ROSA DE CABAL
	1
	4


(iv) El 2 de septiembre del 2019, y en vista de que el ejecutado guardó silencio, se dispuso seguir adelante con la ejecución, y demás disposiciones pertinentes para el perfeccionamiento de las cautelas (p. 11, CD f. 30). 
(v) El 12 de septiembre, la entidad encausada radicó un memorial mediante el cual pidió que se declarara la nulidad de lo actuado dentro del proceso ejecutivo, así (p. 15, CD f. 30):

Visto el actual expediente por primera vez el día 9 de septiembre de 2019 en la secretaría del despacho, se observa que el día 16 de julio de 2019 se abrió acción ejecutiva con radicado diferente a la acción popular que le dio origen, eso sí con el asunto de ejecutivo a continuación de acción popular.


Sorprende que el presente proceso no fue notificado a la parte demandante con el argumento de ser una ejecución a continuación de otro proceso, pero sucede acá que se abrió otro expediente y nada se dijo en la acción original de radicado 2018 - 00495 del mismo despacho. Ahora, observada la norma procesal general, se lee fácilmente que:
ARTÍCULO 306. Ejecución. Cuando la sentencia condene al pago de una suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido secuestradas en el mismo proceso, o al cumplimiento de una obligación de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada. Formulada la solicitud el juez librará mandamiento ejecutivo de acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia y, de ser el caso, por las costas aprobadas, sin que sea necesario, para iniciar la ejecución, esperar a que se surta el trámite anterior.

En este orden de ideas, si existe una carga legal de continuar la ejecución en el mismo expediente, y efectivamente se normó así para proteger el derecho de defensa del demandado, pues la razón que se abra un proceso sin realizar una vinculación correcta al mismo menoscaba los intereses del ejecutado quien no fue notificado de la apertura de un nuevo proceso que por obvias razones desconoce. Para este caso fundación de la mujer no fue notificada personalmente, ni por parte del despacho, ni dentro del expediente original, pues brilla por su ausencia auto dentro de la acción popular radicado 2018 - 00495 que de aviso del inicio de un ejecutivo con nuevo radicado. (Subrayado en texto original)

En este orden de ideas, si existe una carga legal de continuar la ejecución en el mismo expediente, y efectivamente se normo así para proteger el derecho de defensa del demandado, pues la razón que se abra un proceso sin realizar una vinculación correcta al mismo menoscaba los intereses del ejecutado quien no fue notificado de la apertura de un nuevo proceso que por obvias razones desconoce. Para este caso fundación de la mujer no fue notificada personalmente, ni por parte del despacho, ni dentro del expediente original, pues brilla por su ausencia auto dentro de la acción popular radicado 2018 - 00495 que de aviso del inicio de un ejecutivo con nuevo radicado.


A ese mismo memorial, se aportó la constancia del pago en el Banco Agrario, por concepto de costas procesales (p. 14, CD f. 30) por un valor de $1’689.357.oo., y en tal virtud se solicitó que se tuvieran por canceladas las costas decretadas en la sentencia. 

(vi) El Juzgado, con auto del 7 de octubre del 2020, se negó a declarar la nulidad deprecada en consideración a que (p. 41, CD f. 30):

A las presentes diligencias se trajo copias de las notificaciones que el Juzgado realizó por estado de las providencias de fechas julio 4 de 2019, julio 17 de 2019, septiembre 2 de 2019, entre otras, proferidas en esta Acción ejecutiva, de las que se evidencia que así se haya puesto una radicación diferente al ejecutivo seguido a continuación de la Acción Popular el Juzgado ha sido cauteloso en la forma de notificar las decisiones que se ha proferido en éste, pues si se observa en el tipo de proceso allí siempre ha figurado como “EJECUTIVO A CONTINUACION DE ACCIÓN POPULAR RAD. 2018/495, como demandante UNER AUGUSTO BECERRA LARGO y como DEMANDADA FUNDACION DE LA MUJER DE SANTA ROSA DE CABAL.


Sin lugar a duda no encuentra el Juzgado asidero legal para declarar la nulidad deprecada, porque en ningún momento se le ha violado el debido proceso y tampoco el derecho de defensa a la entidad vinculada, dado que el juzgado siguió rigurosamente el procedimiento establecido en el artículo que consagra la notificación de las providencias que deben ser notificadas en estado, anotando expresamente en el estado que se trata de un ejecutivo a continuación de acción popular y se plasma allí la radicación original de la acción popular.


(vii) Contra tal proveído, y con fundamento en el numeral 6° del artículo 321 del CGP, se formuló un recurso de apelación de cuya argumentación se extracta que (p. 45, CD f. 30):

“(…) si se observa el análisis del despacho, vemos que centra su mirada sobre la notificación por estados regulada en el artículo 295 del mismo estatuto, y que a su arbitrio la notificación se torna legal pues es un ejecutivo a continuación de ordinario (acto exceptivo de articulo 290 pues se entiende activo el proceso), sin percatarse que su análisis NO es acertado pues el ejecutivo se llevó en expediente diferente y no puede el despacho afincarse en la excepción que consagra el código para afirmar que actuó en debida forma, ya que nada obliga a una persona vinculada legalmente a un proceso a revisar otro o estar pendiente de estados y notificaciones diferentes del expediente al cual se encuentra atado.


En este orden de ideas, nuestro argumento no es caprichoso y tampoco el legislador pues impuso una carga al juez de llevar la acción ejecutiva a continuación de ordinario en el mismo expediente
, a fin, justamente, de evitar violar el derecho del ejecutado con la apertura de un expediente nuevo al que por excepción se le diese la regla de notificación del artículo 295 y no la del 291 como procesalmente corresponde.


Entonces, vistos estos argumentos no se entiende por qué el juzgado no realiza un análisis sistemático de las normas procesales en el que no cabe exigirle al usuario de la administración de justicia la revisión de estados en procesos donde no ha sido llamado como parte.


(…)


En resumido análisis, si existe una carga legal de continuar la ejecución en el mismo expediente a fin de evitar transgredir los actos procesales regulados y no puede el juez apartarse del rito procesal si avista que viola el derecho al debido proceso y otro derecho fundamental de las partes.


Para el caso en particular, con extrañeza y sin justificación alguna el juzgado abrió expediente y radicado diferente para adelantar la presente acción ejecutiva a continuación de ordinario sin notificar personalmente de la apertura de un nuevo proceso a fundación de la mujer, ni realizar dentro del expediente original de acción popular radicado 2018 - 00495 un aviso, estado o constancia secretarial que entere de un ejecutivo con nuevo radicado.


(viii) Mediante proveído del 16 de octubre del 2019, se negó la alzada, pues se consideró que el recurso de apelación en las acciones populares, solo procede “contra la sentencia de primera instancia y el de reposición contra los autos dictados en el trámite de las mismas”; y en los ejecutivos no procede en asuntos de mínima cuantía como el presente (p. 50, CD f. 30). 

(ix) Contra esa última decisión no se formuló recurso alguno.





Al repasar lo sucedido en el trámite de la ejecución, de entrada descubre la Sala que esta acción de tutela incumple con el presupuesto de subsidiaridad; en efecto, la sociedad que aquí demanda, pretermitió recurrir el último auto al que se hizo referencia, y con ello dejó pasar la posibilidad de exponer los motivos por los cuales estima procedente la alzada contra la decisión que reprocha, o en su defecto, para exigirle al juzgado que a ese recurso de apelación le diera trámite de reposición, a tono con el parágrafo del artículo 318 del CGP, lo cual hubiera propiciado un pronunciamiento de la funcionaria que conoce del caso, en torno a los nuevos argumentos que plantea y por los cuales, según entiende, debe declararse la nulidad de todo lo actuado en el ejecutivo a continuación.




Y ni modo de cuestionar la idoneidad del recurso de reposición en el trámite ordinario de un juicio, cuando la jurisprudencia ha recalcado la importancia de su agotamiento, que garantiza que la deliberación que incoa la interesada, se surta primero ante la funcionaria que tiene pleno conocimiento del proceso y no frente al juez constitucional
, como aquí se pretende.





Tal circunstancia torna improcedente la demanda, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. Y así tiene que declararse el amparo, con mayor razón, porque ningún perjuicio irremediable se ha invocado y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación; ni una situación que lleve a flexibilizar tal exigencia.





Ahora bien, si en gracia de discución se aceptara que ya hubo de surtirse con suficiencia el debate ante el juzgado cognoscente, y con ello se superara el umbral de la subsidiaridad, de todos modos tendría que negarse la protección, porque como se verá, si bien el procedimiento que siguió el juzgado no fue el habitual, esto es, conservar el radicado del declarativo que lo propició, lo cierto, es que procediendo así, no violentó el derecho fundamental al debido proceso que le asiste a la sociedad peticionaria. 

Aquí, el debate se perfila dentro de la órbita del defecto procedimental absoluto, del que se ha dicho  “23.  La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto
, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso
; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia
.”





Son varios los motivos que hacen a la Sala concluir que, si bien hubo una irregularidad, tal no estriba en una equivocada orientación del asunto que menoscabe el derecho sustancial en juego:




Por un lado, es falso que se hubiera omitido notificar el inicio del proceso ejecutivo como asevera la accionante; distinto a eso, según puede verse en las copias de las publicaciones que se fijan en cartelera, todas las decisiones que allí se han proferido, se han notificado por estado (p. 22 a 40, CD f. 30).





Por otro, esas notificaciones cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 295 del CGP, en efecto, 1. Está determinado el tipo de proceso, 2. Se indican los nombres del demandante y del demandado, 3. Es visible la fecha de la providencia, y 4. También lo es la del estado, así como la firma de la secretaria del despacho.




Y finalmente, aún cuando la norma no impone la obligación de inscribir en la publicación el número del radicado, en este caso, el juzgado lo hizo; así se aprecia en la casilla donde se reporta el tipo de proceso, donde con absoluta claridad, está escrito en cada una de los estados, que se trata de un ejecutivo a continuación de la acción popular con radicado 2018-00495. 





Es decir, además de que siempre fueron públicas las actuaciones que se surtieron en el ejecutivo, también eran fácilmente identificables, nada más claro que reconocer su propio nombre dentro del listado del estado, y en la casilla de enseguida descubrir que se trata de un proceso que se ha seguido a continuación de otro del que ya era parte.  





Pero más que eso, ya la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en pretérita ocasión, tuvo la oportunidad de proniunciarse en un caso similar, y aunque no negó que tramitar la ejecución de las costas en un expediente distinto al de la acción popular sea una irregularidad formal que contrasta con la orientación plasmada en el artículo 306 del CGP, esa cirunctancia, por sí sola, no violenta las prerrogativas de las partes, porque en últimas, el asunto no es sometido a reparto nuevamente, ni es asignado a otro funcionario judicial; es decir, no deja de ser un trámite a continuación de otro que culminó con decisión de fondo, que busca cumplir con su propósito, cual es, lograr el pago del cédito, como aquí sucedió.




La alta Corporación lo explica así
: 




En concepto de esta Sala, dicho criterio judicial no resulta ser contrario a derecho, y mucho menos caprichoso, infundado e irrazonable, debido a que, si bien, las costas aprobadas en la acción popular no se ejecutaron y tramitaron a continuación y, dentro del mismo expediente o número de radicado en que se profirió la sentencia que resolvió tal acción, cierto es, que el objetivo del proceso ejecutivo se materializó, puesto que el asunto no se sometió a un nuevo reparto, correspondió su conocimiento al mismo juez que decidió la acción principal y, la entidad ejecutada, finalmente, pagó a los ejecutantes, dentro de ellos el quejoso, los valores a los que había sido condenada por concepto de costas, sin que resulte relevante para el presente caso, que el valor de las costas decretadas a favor del tutelista debían ser puestas a disposición del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, por encontrarse embargadas.





De ahí que, el error procesal al que alude el reclamante, no transgreda ningún derecho fundamental, pues constituye una irregularidad formal y procedimental que ha de ceder frente al derecho sustancial, en atención a que no es en sí misma un fin, en tanto puede configurar un exceso de ritual manifiesto, sino que constituye un medio para la realización de los derechos sustantivos, los cuales en el caso sub examine, se hicieron efectivos. 





En suma, no se advierte ningún vicio capaz de derruir la actuación que hasta el día de hoy ha adelantado el Juzgado encausado, máxime cuando, se insiste en ello, las notificaciones que se han realizado en el proceso ejecutivo cumplen con las solemnidades que para el caso están enlistadas en el artículo 295 del CGP.

Al margen de lo anterior, como se anticipó, se declarará la improcedencia del resguardo, por carecer del presupuesto de la subsidiaridad, y se absolverá a los demás citados al trámite.





DECISIÓN





En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por la Fundación de la Mujer Colombia S.A.S. contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal a la que fueron vinculados Augusto Becerra Largo, Javier Elías Arias Idárraga, Nilton Ruge, la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo de Risaralda.
Se absuelve a los demás vinculados. 

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA






      Ausencia justificada
�  Sentencia C-543-92


� Artículo 306 del Código General del Proceso.


�   CSJ STC 3978-2018, 22 de marzo de 2018., rad. 2018-00641-00


� Ver sentencia T-996 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Ver sentencia T-264 de 2009; MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibídem.


� STC5189, del 26 de abril del 2019
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